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Resol. Serie “B” N° 68
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los cinco días del mes de junio de dos mil diecinueve, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, como Presidente, y los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Sebastián Diego Argibay, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 323/337 del Expte. Nº 18.490 – Año 2015 – Autos: “Simo Héctor Miguel c/ Policía de la Provincia de Santiago del Estero y/o Responsable s/ Daño Emergente, etc. - Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Sebastián Diego Argibay y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y Eduardo José Ramón Llugdar. 

El  Sr. Vocal, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo:



Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto a fs. 338/344 por la demandada, contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación, de fecha dos de septiembre de dos mil quince, cuya copia obra a fs. 323/337.--------------------------------------------



Y Considerando:



I) En primera instancia, el juez de la causa rechazó la demandada, con fundamento en la improponibilidad  objetiva de las pretensiones objeto de la acción, mediante la cual se había reclamado a raíz de un accidente sufrido por el actor, daño emergente, moral, psicológico y estético (ff. 300/302 vta.).----------------



Apelada por la actora dicha decisión, el tribunal de segunda instancia, hizo lugar al recurso y en consecuencia condenó a la demandada al pago de la indemnización prevista en la Ley 24557 para el supuesto de incapacidad parcial permanente, con mas RIPTE (art. 8 Ley 26773) e Indemnización adicional (art. 3 Ley 26773). Para así decidir entendió que si bien la actora no había logrado acreditar los presupuestos para la procedencia de la indemnización reclamada en el marco del derecho civil, procedía en cambio la contemplada en la Ley 24557, en tanto resultaba indiscutible la naturaleza laboral del accidente que le había provocado la incapacidad.----------



Lo resuelto por el tribunal A-quo motivó la casación de la demandada, quien alegó en fundamento a su impugnación, que la resolución del A-quo incurrió en arbitrariedad y en violación del art. 11, inc. h) del Código Procesal Laboral. Argumentó que el tribunal había fallado extrapetita, por fuera de la pretensión del actor. En ese orden señaló que, el actor había reclamado rubros civiles fundado en normas del derecho civil y que en dicha pretensión había renunciado a las indemnizaciones previstas en la LRT así como a los principios protectorios del derecho laboral, señalando asimismo que había desistido del proceso administrativo iniciado ante la Unidad Ejecutora de Riesgos del Trabajo.------------------



Sostuvo que en base a los argumentos de la demanda, su parte elaboró la defensa(contestación de demanda) y demás actos procesales, y que por dicha razón al fallar extra petita, el tribunal de apelación, conculcó su derecho de defensa y al debido proceso. Agregó que, también de ese modo, se ha vulnerado el principio de congruencia.----------------------------------------------

Por otro lado alegó además que la aplicación de la Ley 26773, importa violación de los arts. 2 y 3 del Código Civil (art. 7 Código Civil y Comercial) que consagra la irretroactivdad de la ley, lo cual además,entiende que afecta su derecho de propiedad.-------



Pidió que se haga lugar al recurso, se case la sentencia, y se confirme la de primera instancia.---------



II) A ff. 359/360 el Sr. Fiscal General se pronuncia por la procedencia de la casación. Considera, entre otros motivos que, el fallo del Tribunal a-quo no es acorde con lo pretendido por el actor, circunstancia que colocó al demandado en estado de indefensión. La califica de incongruente por cuanto -sostiene- reconoce indemnizaciones no reclamadas oportunamente.--------------



III) Atento lo dispuesto por el Código Procesal Laboral (Ley 7049), corresponde expedirse en primer término sobre la admisibilidad de la casación bajo estudio (art. 193, Ley 7049). Así, conforme se desprende de las constancias de autos, el recurso ha sido deducido en el plazo previsto por el art. 185 del CPL, contra sentencia definitiva, en el marco del art. 189 del mismo cuerpo legal y debidamente fundado. -----------------------------



IV) Superado de ese modo el examen de admisibilidad, y siendo que el planteo impugnatorio involucra cuestiones de derecho (art. 181 del CPL), cabe abocarse al análisis de los agravios que lo sustentan.----



En esa tarea, de los argumentos del escrito recursivo se desprende que en esencia, la demandada atribuye a la sentencia objetada, haber fallado en violación al principio de congruencia, de modo extra petita, apartándose de lo peticionado por la actora en su escrito de demanda.---------------------------------------



En efecto, el recurrente entiende que habiendo reclamado el actor la reparación integral del daño sufrido (daño emergente, daño moral, daño psicológico y estético), y tras haber concluido el A quo en que no se encontraban acreditados los presupuestos de responsabilidad objetiva (art. 1113 del Código Civi), la condena a su representado a abonar las prestaciones de la Ley 24557 (LRT) importa haberse pronunciado sobre rubros no peticionados.---------



Es de resaltar, que en esta instancia, la demandada no impugnó ni rebatió la conclusión a la que arribara el tribunal de apelación sobre los hechos y demás circunstancias fácticas en que se produjo el accidente denunciado, habiendo objetado únicamente que se haya condenado al pago de una indemnización tarifada y la aplicación del RIPTE, por entender que ello importa haber fallado extrapetita, en violación al principio de congruencia y de defensa, encontrándose en consecuencia firme la conclusión del A-quo sobre la naturaleza laboral del accidente.--------------------------------------------



Dicho cuestionamiento contiene en su fundamento la denuncia de configuración en la sentencia de supuestos de arbitrariedad dentro del marco delineado por el Máximo Tribunal Nacional y por este Alto Cuerpo, y de violación a reglas de naturaleza procesal que concretan el principio de congruencia regulado en el art. 164 del CPCC – art. 99 del CPL.--------------------------------------------------



En esa tarea, es preciso recordar que este Superior Tribunal en “Gimenez Silvina Paola c/ Supermercado Chokys II” ha dejado sentado que “...El CPL enumera los requisitos que debe reunir la demanda para ser proveída (art. 109, CPL) entre los que se encuentra  expresamente “la designación de lo que se demanda con toda exactitud y los hechos en que se funde, explicitados en forma clara y precisa” (art. 109, inc. c), requiriendo, incisos más abajo, la mención del derecho en que se funda el reclamo, con la invocación e individualización de las normas legales y/o convenciones colectivas de trabajo (art. 109, inc. d). Que la exigencia de recaudos tanto de orden fáctico como jurídicos, responden a diferentes fundamentos y/o finalidades. 
Por un lado,la descripción de la plataforma fáctica en que se sustenta  la demanda, tiende a fijar los hechos que a su turno deberá rebatir el accionado, y sobre los que versará la prueba que de acuerdo a las reglas de distribución de las cargas probatorias y presunciones, le tocare a cualquiera de las partes.---------------------------------------------------



La invocación del derecho en que se sustenta la pretensión o reclamo, podría justificar en orden a los efectos de la competencia material, mas no resulta determinante en orden al encuadre jurídico que ha de otorgarle el sentenciante para la resolución del caso, tanto así que en el art. 114 el CPL impone al demandado reconocer o negar los hechos denunciados o afirmados por la actora, así como la exposición clara de aquellos en los que fundare su defensa, mas no le requiere contestar respecto del derecho invocado. De modo que es deber de las partes aportar el sustento fáctico de la litis en relación a los hechos y circunstancias que alegan o que desconocen, mas el sentenciante, al momento de pronunciarse es soberano respecto del derecho a aplicar, esto es, de subsumir aquellos acreditados, en la norma. En efecto, el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificándo de modo autónomo la realidad y subsumiéndola en las normas jurídicas que la rigen con prescindencia de los fundamentos que aleguen las partes (CSJN- Fallos: 308:778). En otras palabras, debe aplicar la que considere que corresponde o  la que más se adecua a la solución del litigio, aun cuando las partes no la hayan invocado o lo hicieren erróneamente. O como lo señala en sus agravios el recurrente, lo hubieren citado tardíamente. Ello es así por cuanto se debe tener presente que si bien los supuestos de hecho esgrimidos por las partes pueden no encuadrar dentro de ninguna de las soluciones legales propuestas por éstas, corresponde al juez, conforme al principio “iura curia novit” calificar autónomamente aquellos y subsumirlos en las normas jurídicas que los rigen. Este principio resulta de aplicación primordial en todo proceso, y en el caso de los derechos en juego en materia laboral -por ser irrenunciables-, con mayor razón aún cumple un rol preponderante, toda vez que no puede el intérprete dejar de aplicar al caso la normativa protectoria del sujeto reconocido por la ley misma como hiposuficiente (Expte. Nº 18.249 Año 2014 Autos “Gimenez Silvina Paola c/ Supermercado Chokys II y otros s/ Diferencia de Sueldos, etc. Casación Laboral”. Resol. Serie “B” N° 01 del 02/02/16).------------------------------------------------ 



En el precedente referido supra, señaló también que “...el ordenamiento procesal establece como deber del juez, “fundar toda sentencia... respetando la jerarquía de las normas vigentes y el principio de congruencia” (art. 11, inc. h CPL), exigiendosele así que su sentencia sea una decisión expresa, positiva y precisa, de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio, calificadas según correspondiere por ley, declarando el derecho de los litigantes y condenando o absolviendo de la demanda y reconvención, en su caso, en todo o en parte” (art. 166, inc. 6 CPCC; art. 99 CPL). La vigencia del principio de congruencia exige la necesaria identidad entre los hechos en base a los cuales se pronuncia el Tribunal con los alegados por la actora y por la demandada, y con las pretensiones deducidas por la primera así como las defensas introducidas por la última, y desde luego, la identidad de los sujetos que conformaron la litis. Esta correlación fáctica esencial que debe existir entre lo pedido y lo condenado, se explica fundamentalmente en resguardo del derecho de defensa. Es decir que la base fáctica sometida a juzgamiento debe ser esencialmente la misma durante todo el proceso, desde la demanda hasta -en el caso del procedimiento laboral- el traslado contemplado en el art.  116 del CPL. En términos generales se entiende que en el proceso laboral, la litis se integra con los escritos de demanda y contestación y el traslado previsto por el art. 116 de la ley 7049 que se da exclusivamente respecto de nuevos hechos y excepciones para preservar el equilibrio y permitir al actor ampliar su prueba. Precisando los alcances del principio de congruencia, su vigencia requiere que el hecho sobre el que recae la decisión debe ser exactamente el mismo que el que fue objeto de demanda y debate en el proceso, es decir, aquél sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad ya sea como accionante o como demandado. Lo contrario, es decir la mutación fáctica del contenido de aquellos actos procesales que progresivamente van conformando la litis (demanda, contestación y traslado del art. 116 del CPL) violentaría una de las reglas que tutelan la inviolabilidad de la defensa en juicio, en tanto menoscaba la facultad de réplica del demandado y la posibilidad de presentar pruebas en su interés o desbarate su estrategia defensiva”.-----------------------------------------------



De modo que cuando se habla de una pretensión, se está haciendo referencia a lo que busca o quiere obtener el sujeto que mediante la acción inicia un proceso, y en consecuencia, el juez debe circunscribirse a verificar que si dados los hechos alegados y acreditados, y respecto de los cuales la demandada haya tenido la oportunidad procesal de negarlos, reconocerlos, etc., es posible acoger lo solicitado por el pretensor, conforme el derecho que entienda aplicable. Lo esencial es que se haya respetado el contradictorio y que en ese marco, las partes hayan tenido la posibilidad cierta de ejercer todas las defensas y excepciones posibles contra lo buscado por el actor.----------------------------------------------------



En ese sentido, cabe señalar que nuestro Máximo Tribunal Nacional, en "Recurso de hecho deducido por el actor en la causa “Milano, Horacio Rafael c/ Liberty ART S.A. sobre accidente acción civil", en fallo del 20/08/2015 revocó –con fundamento en el dictamen del Procurador General- la resolución de la Sala X de la CNAT, con fundamento en que dicho tribunal no había dado tratamiento adecuado a las cuestiones planteadas conforme el derecho aplicable, y que sin dar razón plausible, obvió la norma legal inequívocamente aplicable, conformando un supuesto de arbitrariedad de sentencia (Fallos 312:1864).- 



El citado precedente involucra una cuestión análoga, en lo sustancial, a la planteada en autos. En efecto, el Máximo Tribunal Nacional entendió que no habiendo sido controvertido el accidente  in  itinere por  el cual se accionara, la discusión discurrió, en definitiva, sobre la comprobación de los daños invocados  -incapacidad  mayor a la reconocida por las comisiones  y  rubros diversos- y la procedencia de su reparación. Que no obstante ello, la Cámara rechazó la demanda por haberse fundado en normas civiles, cuando de acuerdo a la plataforma fáctica esgrimida le correspondía encuadrar la relación sustancial de la litis en la Ley 24557. ---------



En ese contexto, la Corte Federal fundamentó su decisión en que “los jueces tienen no sólo la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos con ajuste al derecho aplicable, valorando autónomamente  la realidad  fáctica  y encuadrándola  en  las normas jurídicas con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes (Fallos: 324:2946, entre otros); pues la facultad que deriva del ejercicio de la regla iura novit curia no comporta agravio constitucional (doctrina de Fallos: 323:2456; 324:2946; 326:3050, entre otros) en tanto  no  alteren  las  bases  fácticas  del  litigio  (Fallos 256:147;  261:191;  300:1015; 313:915) o la causapetendi (Fallos: 327:5837), todo lo cual no ocurre al enmarcar el caso en la ley 24.557, que fue soporte de la pretensión de la actora no obstante su planteo de inconstitucionalidad y la invocación de la normativa civil en procuración de una reparación mayor (CSJN "Recurso de hecho deducido por el actor en la causa Milano, Horacio Rafael c/ Liberty ART S.A. sobre accidente acción civil" 20/08/2015).----------------------------------------------



En ese marco doctrinario y jurisprudencial, de las constancias de la causa y fundamentos de la sentencia objetada, es posible concluir que la base fáctica que dio sustento a la demanda y respecto de la cual el demandado ejerció su derecho de defensa, no fue modificada por el A-quo al hacer lugar a la pretensión –indemnización por daño- sufrido en ocasión del trabajo. Mas aun, conforme surge de la postura asumida por el demandado a lo largo del proceso y en todas sus instancias, éste esgrimió argumentos en torno a la aplicación de la Ley 24557 (LRT), por lo cual no se advierte en qué punto pudo haberse privado de su derecho de defensa.-------------------------



En efecto, el actor en su demanda (fs. 1/6)  describió que el accidente que protagonizara había sucedido en su lugar de trabajo y en ocasión de estar cumpliendo con funciones atinentes a su labor, y en razón de ello solicitó la reparación del daño sufrido.----------



Por su lado, la demandada en el escrito de defensa (fs. 89/91 vta.) omitió negar puntualmente los hechos afirmados por el actor, esto es, la base fáctica de la acción, limitándose a negar los daños invocados (daño estético, daño moral, etc.) e impugnar las indemnizaciones reclamadas por considerarlas excesivas.-------------------


Asimismo, al exponer su versión de los hechos, circunscribió su alegato a la imposibilidad de “brindar precisiones jurídicas y procesales al caso”, sosteniendo expresamente no contar con los elementos fácticos y circunstancias en que se produjeron los hechos denunciados por el actor. Adujo que ello respondió a que el actor desistió del procedimiento administrativo fijado por la Ley de Riesgos de trabajo. En ese sentido, refirió a la Resolución de la UERT (fs. 88) en la que se rechazó el carácter laboral del accidente, con fundamento en que era necesario para ello que se agreguen las conclusiones de la investigación administrativa requisito indispensable para que dicho organismo acepte o rechace la pretensión del reclamante.-----------------------------------------------



A más de ello, planteó excepción de incompetencia, bajo el argumento que para entablar su acción en el fuero laboral, el actor debió previamente plantear la inconstitucionalidad del art. 39 de la LRT.---



Es de resaltarse además, como arriba se señalara, que conforme surge de la demanda, el actor no invocó el riesgo de la cosa como fundamento de su reclamo -lo cual también fuera expresamente señalado por el demandado en la contestación de demanda- sino que describió que el accidente se produjo en su lugar de trabajo realizando tareas atinentes a su función, sin perjuicio que se haya reclamado reparación integral.------



Véase también que al contestar a fs. 316/318 el recurso de apelación deducido por el actor, expresamente sostuvo que “atento la fecha del hecho base de la demanda, la causa quedó encuadrada dentro del régimen establecido en la Ley 24557, por lo que la sentencia apelada, debía ser analizada y resuelta a la luz de tal normativa, de su jurisprudencia y doctrina aplicable en ese momento” (fs. 317). A fs. 316 vta., argumentó que en la demanda, el actor no explicitó que el daño sufrido respondió a la naturaleza riesgosa de la cosa con la que trabajaba y que tampoco fundamentó la concurrencia de los restantes presupuestos  de responsabilidad civil, señalando que el actor “sin duda alguna intentó fundar la demanda en el hecho sucedido con motivo o en ocasión del trabajo, con aplicación de los principios protectorios”.-------------

Por tanto, no se advierte de qué manera o en qué medida, la Cámara de apelaciones  incurrió en violación al derecho de defensa, al decidir del modo que lo hizo, debiendo señalarse ademas que el recurrente en su escrito casatorio no puntualizó –más que de modo superficial- en qué aspecto dicho derecho no pudo ser ejercido. ----------



En efecto, en función de los hechos planteados por el actor y las defensas esgrimidas por la demandada y  las que tuvo oportunidad de oponer, el tribunal de apelación concluyó que no obstante no se había probado la naturaleza riesgosa de la cosa a efecto del art. 1113 del Código Civil, encontrándose acreditado que se trató de un accidente de trabajo, el reclamo de indemnización por el daño sufrido debía encuadrarse en la Ley 24557, y en consecuencia condenó a la demandada a abonar las indemnizaciones tarifadas en el marco de dicha norma sustancial, las que –como se señalara- revisten carácter de irrenunciables, teniendo en mira además el principio de tutela efectiva y el protectorio de raigambre constitucional(art. 14 bis CN).---------------------------



Es de destacarse también que la irrenunciabilidad a la reparación dentro del sistema de la LRT, se desprende de su contenido mínimo –e insuficiente-, en relación a la reparación integral en el marco del C.C.. En estos términos se ha expresado la CSJN en “AQUINO C/ CARGO”, fallo en el que expresamente dejó sentado que contrariamente a lo que ocurre con la reparación civil, el sistema de la LRT se aparta de la concepción reparadora integral, pues no admite indemnización por ningún otro daño que no sea la pérdida de la capacidad de ganancias del trabajador, la cual, a su vez, resulta conmensurable de manera restringida. En suma, la LRT, mediante la prestación del art. 15, inc. 2, segundo párrafo, y la consiguiente eximición de responsabilidad del empleador de su art. 39, inc. 1, sólo indemniza daños materiales y, dentro de éstos, únicamente el lucro cesante: pérdida de ganancias, que, asimismo, evalúa menguadamente (“Aquino, Isacc c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/ accidentes ley 9688” - Corte Suprema de Justicia de la Nación - 21/09/2004).---------------------------------------------- 



En suma, el tribunal falló en función del marco fáctico delimitado en la demanda y contestación, de la prueba agregada y producida, y en atención a la pretensión del actor -indemnización por daño- y la causa petendi -accidente laboral- encuadrada jurídicamente la causa en la normativa aplicable al caso, esto es, la Ley 24557, sin que la selección de esa norma haya alterado los hechos, teniendo en mira además que se trata de un derecho irrenunciable (art. 11, Ley 24557) y el mínimo al que el trabajador que ha padecido el accidente, tiene derecho a acceder, conforme lo señalado por la CSJN en el precedente antes citado (“Aquino c. Cargo”).------------------------



En consecuencia, no puede atribuírsele violación al principio de congruencia (decisión extrapetita) por consiguiente el agravio bajo análisis no puede prosperar.-



V) Sentado ello, cabe ahora analizar los cuestionamientos del recurrente a la decisión del A-quo de condenarla al pago de las indemnizaciones fijadas en los arts. 3 y 8 de la Ley de Riesgos del Trabajo Nº 26.773, por entender que al así decidir, la Cámara incurrió en violación del art. 7 del Código Civil y Comercial.--------



La decisión que agravia al demandado se presenta en el marco del período de transición entre la Ley 24557 (LRT) y la Ley 26773 (publicada en el B.O. el 26/10/12), toda vez que esta ultima, entró en vigencia, encontrándose en curso el presente proceso, en el que la actora reclamara la reparación del daño producido como consecuencia de un accidente de trabajo que la tuviera como protagonista, en el año 2009, esto es, previo a la sanción y entrada en vigencia de esta última. Dentro de dicho contexto, el recurrente denuncia violación del art. 7 del CCyC.----------------------------------------------



De ese modo, la cuestión aquí planteada guarda estrecha vinculación con la aplicación en el tiempo de las normas jurídicas y su eficacia, y el problema que se plantea cuando se producen cambios legislativos durante la vida de esos hechos, relaciones o situaciones, o sea, entre que nacen y se extinguen.---------------------------



Dentro de dicho marco referencial, y en atención a la aplicación del art. 3 (indemnización adicional) y del 8 (RIPTE) de la Ley 26773 al caso de autos, es de resaltarse que la aplicación del índice RIPTE a los créditos originados en contingencias anteriores a su entrada en vigencia, ha sido rechazada por la CSJN en la causa “Espósito” (Fallos  339:781).-----------------------



En efecto, la Corte Suprema en el fallo “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ accidente - ley especial" (07/06/2016) ha sostenido, respecto de esta temática puntual que en la presente se analiza, que “...[L]a propia Ley 26773 estableció pautas precisas para determinar a qué accidentes o enfermedades laborales correspondería aplicarles las nuevas disposiciones legales en materia de prestaciones dinerarias... y ante la existencia de estas pautas legales específicas queda excluida la posibilidad de acudir a las reglas generales de la legislación civil sobre aplicación temporal de las leyes...”. -----------------------------------------------



En ese entendimiento, con fundamento en el art. 17.5 de la Ley 26773, sostuvo que “...[L]os nuevos importes 'actualizados' solo rigen para la reparación de contingencias cuya primera manifestación invalidante haya ocurrido con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia del capítulo de la ley referente a las prestaciones dinerarias del régimen de reparación...”.----



En suma, en el precedente citado estableció  que “que la ley 26.773 dispuso el reajuste mediante el índice RIPTE de los ‘importes’ a los que aludían los arts. 1°, 3° y 4° del decreto 1694/2009 exclusivamente con el fin que esas prestaciones de suma fija y pisos mínimos reajustados se aplicaran a las contingencias futuras; más precisamente, a los accidentes que ocurrieran y a las enfermedades que se manifestaran con posterioridad a la publicación del nuevo régimen legal. El texto del art. 17.5, al establecer que ‘las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero entrarían en vigencia a partir de la publicación de la ley en el Boletín Oficial, no dejó margen alguno para otra interpretación”.------------------



En consecuencia, y conforme al precedente “Espósito, Dardo Luis c. Provincia ART S.A. s/accidente - ley especial” de la CSJN, sentencia del 07/06/2016, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 17.5 de la Ley N° 26773, las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero y en especie de esa ley entraron en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial (26/10/2012) y se aplican a las contingencias previstas en la Ley 24557 y sus modificatorias, cuya primera manifestación invalidante se hubiese producido a partir de esa fecha.---------------



Siendo esta la doctrina del Máximo Tribunal Nacional, es de recordar que “Si bien la Corte Suprema sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos y sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias, por lo que carecen de fundamento aquéllas que se apartan de los precedentes del Tribunal sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el mismo, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos donde dicha posición fue expresamente invocada por el apelante” (CSJN, sentencia del 23/06/09, en autos: “Casa Casmma S.R.L. s/ Concurso Preventivo Incidente de Verificación tardía promovido por Municipalidad de La Matanza”).------------------------------------------------ 



El deber de los tribunales inferiores de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte Suprema no importa la imposición de un puro y simple acatamiento de la jurisprudencia de ésta, sino el reconocimiento de la autoridad que inviste. Su finalidad es la de preservar la coherencia de las soluciones arbitradas por los tribunales inferiores de la Nación con las del Máximo Tribunal como último intérprete de la Constitución, a efectos de evitar demoras y el dispendio jurisdiccional que supone la sistemática interposición y apertura de recursos extraordinarios en la casi totalidad de los casos en los que se plantean cuestiones análogas.-- 



Así también en las cuestiones de derecho común (no federales)– como la aquí involucrada- nuestro Máximo Tribunal Nacional, cumple una función o atribución nomofiláctica a través de sus pronunciamientos, creando así una especie de obligación moral para los tribunales inferiores, en aras, de los principios de economía y celeridad procesal. Tal lo sucedido, entre otros, en fallos como "Vizzoti" , "Aquino", "Silva", "Llosco" y "Milone".-------------------------------------------------



En ese mismo sentido se ha manifestado la doctrina al afirmar la existencia de un deber moral de seguir las directivas jurisprudenciales de la Corte, al cual define como una obligación ética basada en una presunción de verdad -motivación axiológica-  y en razones de economía procesal - motivación práctica: impedir trámites recursivos que podrían ahorrarse (Sagües, Nestor Pedro, E.D. T. 93, pp. 891 y ss).------------------------- 



El referido pronunciamiento, en tanto se trata de una cuestión de naturaleza de derecho común -a la luz del sistema federal adoptado por los arts. 67, 11, 100, 104 y 105 de la Constitución Nacional- no obliga a los tribunales inferiores. -----------------------------------



Sin perjuicio de ello y a efecto tambien de evitar un dispendio jurisdiccional que afectará -en última ratio- al sujeto de preferente tutela constitucional o como en el caso a sus derechohabientes, debe aplicarse la doctrina sentada por la corte nacional en el mencionado precedente, por cuanto, las indemnizaciones a las que fuera condenado a pagar el demandado mediante sentencia, corresponden a una contingencia acaecida con anterioridad (18/4/2009) a la entrada en vigencia de la Ley 26773, conforme se desprende de las constancias de la causa.-----



Igual criterio y por los mismos argumentos hasta aquí desarrollados, cabe también revocar el fallo impugnado en el punto que condena a la demandada al pago de la indemnización prevista en el art. 3 de la Ley 26773.



VI) Sin perjuicio de lo hasta aquí resuelto,  dado la naturaleza y entidad de los intereses en juego, y en el contexto en que estas decisiones son adoptadas, entendemos que no es en vano señalarles a los actores judiciales (juez y partes) la importancia de acudir a las herramientas procesales que la Ley 7049, entre otras, provee, a efecto de posibilitar el cumplimiento de los objetivos y principios del procedimiento laboral descriptos en el art. 1 de la mencionada ley de rito, entre ellos, el de celeridad y el de economía procesal.---



Así, en uso de las facultades regladas por los arts. 11 (incs. 1 y 2) y 12 (inc. d) del CPL, y ante la posibilidad de que, dado el resultado al que se arriba en la presente, existan aspectos no controversiales en la causa, cabe recomendar que se evalúe la factibilidad de aplicar las normas que regulan la ejecución parcial de sentencia (art. 204 CPL), siempre y cuando, las circunstancias particulares de la causa así lo permitan y se cumplan con los recaudos que informan al instituto en cuestión, extremos estos que deberán ser evaluados por el juez de la causa.-----------------------------------------



En consecuencia, jurisprudencia, doctrina y normativa citada, y oído que fuere el Sr. Fiscal General, Voto por: I) HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación deducido a fs. 338/344 por la demandada. En su mérito II) Revocar parcialmente la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de primera nominación, de fecha dos de septiembre de dos mil quince, cuya copia obra a fs. 323/337, en el punto 1) en cuanto dispone la aplicación del indice Ripte (art. 8, Ley 26773) y condena al pago de la Indemnización adicional –art. 3 Ley 26773-. III) Confirmar la sentencia en lo demás que fuera motivo agravio. IV) Costas a la demandada en proporción a la improcedencia del presente recurso.  Eximir de costas al actor conforme lo dispuesto en el art. 62 del CPL, último párrafo del CPL.-----------------------


A estas mismas cuestiones, el Dr. Sebastián Diego Argibay dijo:
Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, emitiendo su voto en idéntico sentido.  



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, emitiendo su voto en idéntico sentido. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
Santiago del Estero, cinco de junio año dos mil diecinueve.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación deducido a fs. 338/344 por la demandada. En su mérito II) Revocar parcialmente la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de primera nominación, de fecha dos de septiembre de dos mil quince, cuya copia obra a fs. 323/337, en el punto 1) en cuanto dispone la aplicación del indice Ripte (art. 8, Ley 26773) y condena al pago de la Indemnización adicional –art. 3 Ley 26773-. III) Confirmar la sentencia en lo demás que fuera motivo agravio. IV) Costas a la demandada en proporción a la improcedencia del presente recurso.  Eximir de costas al actor conforme lo dispuesto en el art. 62 del CPL, último párrafo del CPL. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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